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Exp. 439/2022/1

PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
EXPEDIENTE: 439/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********.

AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 

   
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticuatro de agosto de dos mil veintidós.    

V I S T O,  para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 439/2022, promovido por**********, contra actos del DIRECTOR GENERAL DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ Y OTRAS AUTORIDADES; y,
R E S U L T A N D O:


I.- Por acuerdo dictado el día ocho de junio de dos mil veintidós, se tuvo a la Ciudadana **********demandando el acto, y respecto de las Autoridades que enseguida se precisan:

Autoridades Demandadas: 
· Director General;

· Junta de Gobierno; y, 

· Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (Interapas).
Todas las autoridades pertenecientes al Organismo Intermunicipal.

De dichas Autoridades, la parte Actora impugna lo siguiente: 
 El oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), mediante el cual, se indica que no es procedente la solicitud de pensión por jubilación.

II.- Substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas del día quince de agosto de dos mil veintidós, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, haciéndose constar la inasistencia de las partes. Acto seguido, el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito inicial de demanda y al de contestación, señalando las pruebas ofrecidas por las partes, y se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba, y se desahogaron las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida, se hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar, y en período de alegatos se certificó que se formularon únicamente por el autorizado de la parte actora, los que se ordenaron glosar a los autos para los efectos legales conducentes, por lo que se citó para resolver en definitiva.

CONSIDERANDO


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.-De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento relativo al oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), mediante el cual, se indica que no es procedente la solicitud de pensión por jubilación; documental que obra a fojas 15 del expediente en el que se actúa.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento dentro del acta de la Centésima Nonagésima Novena sesión ordinaria de la Junta de Gobierno Organismo Público Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (Interapas), de fecha 18 de octubre de 2021, protocolizada ante la fe del notario público número cuatro con ejercicio en el Séptimo Distrito Judicial del Estado, mismo que obra a fojas 59 a la 67 del presente expediente.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad del oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), mediante el cual, se indica que no es procedente la solicitud de pensión por jubilación, conforme a la documental que obra a fojas 15 del expediente en el que se actúa; documental que fue ofrecida y exhibida por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En el caso que nos ocupa, la autoridad demandada hace valer la excepción de incompetencia, en razón de que la acción principal que se ejercita es contra el oficio respecto del cual se da contestación a la solicitud de pensión por jubilación, siendo la autoridad competente el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje en el Estado y no esta Sala Unitaria.

A juicio de la Suscrita Magistrada de esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se determina que no resulta procedente la excepción planteada, ya que se advierte de las constancias que obran en autos, que el acto cuestionado lo constituye el oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), mediante el cual, se indica que no es procedente la solicitud de pensión por jubilación.
Del citado documento se advierte que la autoridad emisora lo es, el Director y Representante legal del Organismo público descentralizado intermunicipal, quien tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones y facultades dentro de los centros de población y asentamientos humanos de las zonas urbanas de sus jurisdicciones comprendidas en su área de factibilidad, que expresamente le confieren la legislación del Estado vigente en materia de aguas, así como el presente Reglamento, otros reglamentos, decretos, acuerdos, circulares y demás disposiciones que en la misma materia emitan las autoridades competentes, en términos del numeral 1° del Reglamento Interno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (Interapas); luego entonces, en contra de dicho acto del representante legal del Organismo público descentralizado intermunicipal, procede el Juicio Contencioso Administrativo ante este Tribunal. 
Aunado a lo anterior, resulta necesario precisar que, el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, establece que este Tribunal tiene competencia para conocer de los juicios que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”
Adicionalmente, el artículo 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, señala que las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, además de los juicios a que se refiere el artículo 7º fracciones I a XII, conocerán aquellos juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación:

“I. Las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal; 

II. Las dictadas por autoridades administrativas en materia de licitaciones públicas; 

III. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado o Municipios, declaren improcedente su reclamación, o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante, y las que por repetición impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado los pagos correspondientes a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

IV. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, respecto de los supuestos descritos en los incisos anteriores de este artículo; 

V. Las dictadas en los juicios promovidos por los Secretarios de Estudio y Cuenta, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de sanciones derivadas de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas no graves, impuestas por el Pleno o por el Órgano Interno de Control, en aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas, y 

VI. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo.”
Del contenido de los preceptos transcritos, se desprende que el juicio contencioso administrativo sólo resulta procedente contra actos de la administración pública estatal y municipal, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades, que posean la característica de ser resoluciones administrativas definitivas,  actos administrativos y procedimientos que además se refieran a alguna de las hipótesis previstas en los propios preceptos legales.
En tal sentido, se dispone en la fracción I del artículo 7° antes citado, que el juicio procede en contra, entre otras, de actos o resoluciones dictadas por autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, incluyendo a sus organismos descentralizados, cuando los mismos actúen como autoridades.
En tal virtud, para que proceda el juicio ante este Tribunal, basta que el acto o la resolución se emita por alguna autoridad del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, incluyendo a sus organismos descentralizados, además de que es necesario que se dicte en agravio del particular; en esa razón, si el oficio impugnado emana del Representante legal del Organismo, en respuesta de una solicitud o petición de pensión, formulada por el particular, es inconcuso que la emisora es considerada como autoridad; luego entonces, respecto del acto emitido con tal carácter por disposición expresa de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, procede en contra de dichos actos emitidos por los organismos descentralizados, dictados en agravio del particular.
En virtud de lo anterior, esta Primera Sala Unitaria considera que el referido acto impugnado actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en el artículo 7º fracción I de la Ley Orgánica de este Tribunal, de ahí que resulta concluyente que esta Primera Sala Unitaria tiene competencia para analizar la legalidad del acto que impugna.
En ese sentido, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 6 a la 11 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- El primero de los conceptos de impugnación resulta fundado en la medida que se indica, y conforme a las consideraciones legales siguientes:
En primer término, se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en el oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), mediante el cual, se indica que no es procedente la solicitud de pensión por jubilación, el cual consta a fojas 15 del presente sumario.
Precisado lo anterior, se procede al análisis del concepto de impugnación primero vertido en el escrito inicial de demanda, en el que la parte actora hace valer la ilegalidad del acto impugnado, atendiendo a que la autoridad no cumple con el aspecto formal que ordena la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el artículo 16 Constitucional, dado que la finalidad del dispositivo anotado, se traduce en explicar, justificar y posibilitar la defensa y comunicar la decisión que pretende informar al gobernado la autoridad a través de los actos que despliega, y en el caso la demandada si fundo la negativa de otorgar una pensión por jubilación a la actora, en los artículos 60 y 61 de la Ley de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, esa ley para fines estrictos y apegados al pacto federal es inexistente, ya que la ley en la que se debe fundar la pretensión lo es la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, y no como erróneamente lo fundo la demandada, si soslayar que esta no explica de manera pormenorizada lo que la motivó a determinar que no se encuentran satisfechas las condiciones legales que dispone la invocada porción normativa, por lo que la determinación incumple con el aspecto formal de la garantía y su finalidad, que no es otra cosa, que explicar, justificar y posibilitar la defensa y comunicar la decisión.
A consideración de la suscrita Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, es evidente que la parte demandante pretende argüir que debe declararse la ilegalidad del acto impugnado en virtud no cumplir con el requisito de fundamentación y motivación; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de autoridad que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

Ahora, en la especie, se tiene a la vista la resolución impugnada –que obra agregada a fojas 15 del expediente en que se actúa-, misma que a continuación se transcribe para mayor claridad del asunto:

“…**********
Presente.-

El suscrito Ingeniero**********, en mi carácter de Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), con facultades que me confieren los artículos 27 y 28 del Reglamento Interno vigente de este Organismo Operador del Agua, me permito dar respuesta a sus escritos de fechas 11 de junio de 2018; 27 de julio de 2021 y 22 de diciembre de 2021, para lo cual me permito comunicarle lo siguiente:

Visto el contenido de los escritos a los que se hace alusión en líneas anteriores y del análisis del mismo se advierte “la petición y/o solicitud de pensión” al respecto le comunico que:

“Una vez realizado el análisis de su historial laboral al servicio de este Organismo así como de las constancias que integran su expediente personal, se concluye que en su caso no se cumple a cabalidad en lo preceptuado por el artículo 60 y 61 de la Ley de Pensiones para el Estado de San Luis Potosí y por consiguiente no se encuentran satisfechas las condiciones legales que dispone la invocada porción normativa, es decir, no es procedente su petición y/o solicitud de pensión por jubilación”

La respuesta a su escrito de referencia se entiende extensiva por lo que hace a los diversos Directores y Subdirectores a los que de igual manera dirigió los multicitados escritos, toda vez que sería ocioso el replicar la contestación por cada uno de aquellos Servidores Públicos….”

De la transcripción anterior, se desprende que el motivo por el cual la autoridad demandada resolvió improcedente la solicitud formulada por la parte actora, consiste en que no se cumple a cabalidad en lo preceptuado por el artículo 60 y 61 de la Ley de Pensiones para el Estado de San Luis Potosí y por consiguiente no se encuentran satisfechas las condiciones legales que dispone la invocada porción normativa, por lo que no es procedente su petición y/o solicitud de pensión por jubilación.
Así, a consideración de esta Juzgadora, la autoridad demandada no cumplió con el requisito de fundamentación y motivación exigido por el artículo 16, Constitucional, y los diversos 164, fracción V, 165, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues baso principalmente su negativa en lo establecido por el artículo 60 y 61 de la Ley de Pensiones para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo dicha legislación es inexistente, tal como lo señala la parte actora, por lo que en ese sentido aun cuando se invocan diversos preceptos legales, el ordenamiento invocado no existe, máxime que es menester que la garantía de fundamentación consagrada en el citado numeral 16 Constitucional, lleva implícita la idea de exactitud y precisión de las normas legales, lo cual implica la exactitud también de la cita del ordenamiento legal aplicable, sin que en el caso así haya acontecido.
Derivado de las anteriores consideraciones, es que deviene sustancialmente fundado el argumento de la accionante en el sentido de que le causa agravio el acto que combate, toda vez que éste no cumple con los requisitos de fundamentación y motivación, que todo acto de autoridad debe contener, garantía que se encuentra consagrada en el artículo 16 de la Constitución Federal.
Lo anterior, ya que el contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia I.4o.A. J/43, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Época: Novena Época 

Registro: 175082 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIII, Mayo de 2006 

Materia(s): Común 

Tesis: I.4o.A. J/43 

Página: 1531 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.” CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En efecto, pues como se desprende del contenido de la resolución impugnada, no se advierte la exactitud del ordenamiento legal que se invoca, ni tampoco la exposición de los hechos relevantes para arribar a la conclusión de que, en efecto, no se encuentran satisfechas las condiciones legales que disponen las invocadas porciones normativas, por lo que no es procedente su petición y/o solicitud de pensión por jubilación, ya que se invoca un ordenamiento inexistente y se omite expresar un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca dicha circunstancia - no se encuentran satisfechas las condiciones legales que disponen las invocadas porciones normativas -, y que incluso, en su caso, dicha circunstancia sea suficiente para negar la petición solicitada por la hoy actora; en esa razón, es inconcuso que lo señalado por la autoridad demandada en el acto impugnado, adolece de una fundamentación y motivación, por lo que se impide en perjuicio de la actora, la finalidad del conocimiento del mérito de la decisión, comprobación y debida defensa, al desconocer los elementos sustanciales de la improcedencia de su petición, es decir, los preceptos legales aplicados con exactitud, así como los hechos, causas y circunstancias inmediatas que se tomaron en consideración para emitir la negativa combatida en el presente juicio.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio sustentado en la Jurisprudencia número 11, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el informe rendido al terminar el año de 1973, segunda parte, página 18, del tenor siguiente: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.-  De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.

En efecto, los actos administrativos deben estar adecuados y suficientemente fundados y motivados, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas..
En esa tesitura debe sostenerse que el acto controvertido se encuentra insuficientemente fundado y motivado, ya que no se cumple con el aspecto formal de dicha garantía y su finalidad, que se traducen en explicar, justificar y posibilitar la defensa y comunicar la decisión, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el diverso 165, fracciones II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tanto, respecto de la citada resolución se actualiza el supuesto de ilegalidad previsto en la fracción II del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, la cual contiene: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca”. 
No pasa inadvertido para esta Sala Unitaria que mediante la contestación de la demanda, la autoridad enjuiciada hace diversos señalamientos y argumentos respecto a la fundamentación y motivación para sustentar la negativa a la petición de la hoy actora de mérito, tal como lo expuesto en el sentido de que la actora acredita el tiempo laborado, sin embargo no acredita de ninguna forma haber cotizado a la Dirección de Pensiones o en su defecto que haya cumplido con sus cotizaciones correspondientes, por lo que únicamente cuenta con la antigüedad sin que acredite de ninguna forma el cumplimiento de sus aportaciones; sin embargo, tales argumentos no pueden ser atendidos acorde a lo que dispone el párrafo tercero del artículo 244, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud las autoridades demandadas no pueden variar la fundamentación y motivación del acto impugnado, de manera tal que dichas manifestaciones resultan inatendibles; máxime en la especie, la autoridad se encuentra obligada a cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación los cuales debieron establecerse en el propio acto recaído a la petición formulada por la demandante.
En atención a lo anterior, el presente caso se ubica en la causal de ilegalidad prevista por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que se ha dejado debidamente acreditado que el acto combatido es ilegal por omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido del acto que se impugna, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en la forma en que ha sido señalado con antelación, por tanto, con fundamento en lo establecido por el artículo 251 del citado Código, esta Sala Unitaria determina que lo procedente es declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado el oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), para el fin de que la autoridad demandada emita un nuevo acto, en el que se cumplan las formalidades de fundamentación y motivación, en relación a la petición o solicitud de pensión, a efecto de no dejar en estado de indefensión a la actora. 
Así las cosas, esta Primera Sala Unitaria concluye que resulta procedente declarar la NULIDAD de la resolución impugnada, que recayó a los escritos presentados ante la autoridad demandada el 11 de junio de 2018, 27 de julio de 2021 y 22 de diciembre de 2021, mediante el cual la parte actora solicitó el otorgamiento de una pensión por jubilación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que dicha resolución no se encuentra fundada y motivada, por los razonamientos anteriormente expuestos, por lo que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 165, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, actualizando la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del mismo ordenamiento legal.

En este sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de restituir a la actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, se ordena a la autoridad demandada en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, emita una nueva resolución en el plazo legal con que cuenta para ello, en la que subsane las irregularidades cometidas en perjuicio de la impetrante, para lo cual deberá emitir un pronunciamiento, dando respuesta fundada y motivada a la petición de la hoy actora respecto a la solicitud de otorgamiento de una pensión por jubilación. 
Lo anterior, para que la actora conozca con certeza jurídica el mérito de la decisión y, en su caso, pueda entablar una debida defensa.

Sirven de apoyo a lo anterior, las tesis de jurisprudencia que a continuación se transcriben:

Novena Época, Registro: 194664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  IX, Febrero de 1999, , Materia(s): Administrativa, Tesis: VIII.2o. J/24, Página:   455

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Época: Novena Época, Registro: 195590, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, Septiembre de 1998, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 67/98, Página: 358 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:
 CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez del acto impugnado consistente en el oficio número**********, signado por el Director General y Representante Legal del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), mediante el cual, se indica que no es procedente la solicitud de pensión por jubilación, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando sexto de esta resolución. 
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la demandada.
ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”





